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Que deroga los artículos 112 y 113 de la Ley de Vías Generales de Comunicación, y adiciona el artículo 2 Bis de la Ley de Expropiación, presentada por el diputado Alejandro Encinas Rodríguez, del grupo parlamentario del PMS

El C. Alejandro Encinas Rodríguez: - Con su permiso señor presidente; compañeras y compañeros diputados: He solicitado el uso de la palabra para presentar una iniciativa de decreto que reforma la Ley de Vías Generales de Comunicación y la Ley de Expropiación, para garantizar el ejercicio del derecho constitucional de huelga, a nombre del grupo parlamentario del Partido Mexicano Socialista, cuya exposición de motivos dice los siguiente:

En enero de 1917, durante la discusión del artículo 123 constitucional, el diputado Cano señalaba: " las huelgas por muy pacíficas que sean, como la mayor parte de todos los industriales o dueños de industrias, están en relación muy directa con las autoridades de los lugares, casi siempre, cuando estas no pueden contrarrestarse de una manera directa la manifestación de los trabajadores, siempre recurren una salida: son trastornadores del orden público". En efecto, todavía 70 años después de ser elevado el derecho de huelga al rango de garantía social, las autoridades con el argumento de que los trabajadores alteran el orden público o atentan contra la "Seguridad del país, la economía, las vías generales de comunicación o los medios de transporte", continúan anulando el ejercicio del derecho de huelga de sectores importantes de trabajadores de nuestro país.

No obstante que la Comisión General de la república señala que las garantías individuales y sociales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos que en ella misma se establezcan, y que en su artículo 29 se señalan con precisión los únicos casos de excepción y el procedimiento al que se tiene que recurrir para restringir y suspender derechos, las autoridades han recurrido como supuesto fundamento de la violación al derecho de huelga, a disposiciones secundarias, las cuales se han impuesto por encima de la norma constitucional, trastornando con esto el orden jurídico nacional.

En los últimos años ha sido recurrente la aplicación por parte del Ejecutivo Federal de la llamada requisa en los casos en que trabajadores de diversas empresas que prestan un servicio público, ejercen el derecho de huelga, cumpliendo con los requisitos de fondo y forma que la propia Constitución y la ley de la materia señalan; los casos de Teléfonos de México en diversas ocasiones, de la Compañía de Luz y Fuerza del Centro, y más recientemente de la empresa Mexicana de Aviación son ejemplificativos de la reiteración de esta medida. El fundamento al que ha recurrido el Ejecutivo para aplicar la requisa cuando existe un movimiento de huelga, han sido en la mayor parte de los casos los artículos 112 y 113 de la Ley de Vías Generales de Comunicación y en una sola ocasión en los artículos 1 y 2 de la Ley de Expropiación.

La Ley de Vías Generales de Comunicación fue promulgada el 19 de febrero de 1940; mucho se ha discutido ya sobre la dudosa constitucionalidad que esa ley presenta, sobre todo en lo que respecta a los artículos 112 y 113. Aun aceptando sin conceder que estas disposiciones tuvieran justificación en un momento de excepción como lo era la existencia de la segunda guerra mundial en Europa, que podría tener repercusiones para la seguridad nacional de nuestro país. Al desaparecer las motivaciones políticas económicas que le hubieran podido dar validez y vigencia, desaparece también su fundamentación y validez jurídica. Por lo tanto, aun cuando se pudiera justificar su aplicación anteponiendo las razones políticas y económicas por encima del procedimiento marcado por el 29 constitucional, no existe en la actualidad justificación económica, política o jurídica alguna para mantener y aplicar dichas disposiciones.

Si la constitucionalidad de las citadas disposiciones es cuestionable en términos generales, la aplicación que se ha hecho de ellas resulta a todas luces violatoria de la Constitución. En efecto, aun cuando se aceptara la necesidad de establecer la figura de la requisición administrativa como un instrumento derivado de la facultad del Estado para imponer a la propiedad las modalidades que dicte el interés público, resulta incongruente que la aplicación de ésta se haga a costa de efectuar el derecho de huelga, con lo cual se tergiversa su naturaleza  y objetivos.

En los que respecta a la interpretación y aplicación que el Ejecutivo Federal ha hecho de los artículos 1o. y 2o. de la Ley de Expropiación, en el caso del movimiento huelguístico de los trabajadores del Sindicato Mexicano de Electricistas, como fundamento para requisar la Compañía de Luz y Fuerza del Centro, se puede afirmar sin lugar a dudas que representa una grosera tergiversación de los motivos, naturaleza y objetivos de dicha ley.

Como disposición reglamentaria del artículo 27 Constitucional, la Ley de Expropiación establece los mecanismos a través de los cuales se puede afectar la propiedad por causa de interés público. La exposición de motivos de dicha ley es precisa, al señalar que el interés de los particulares en el ejercicio de sus derechos de propiedad, no debería afectar a los derechos de la colectividad y el interés público. El Estado tiene en todo momento la posibilidad de establecer modalidades a la propiedad y para ello se puede valer de instrumentos como la expropiación y la requisa, reglamentados en dicha ley. La aplicación de la Ley de Expropiación no es aplicable para afectar derechos de huelga, ya que con ello se desvirtúa la propia ley y se atenta contra el "interés público" que la misma debiera proteger.

La característica fundamental del derecho de huelga es la suspensión de labores; al aplicarse la requisa, con el objeto de reanudar labores en una empresa cuyas relaciones laborales se encuentran suspendidas por una huelga que llena los requisitos previstos en la legislación, se violenta el ejercicio de esta garantía social.

Al autorizarse a través de la requisa la utilización de personal ajeno a una empresa en huelga, a efecto de reanudar labores, se contraviene los dispuesto por el artículo 46 de la Ley Federal del Trabajo, el cual señala que esto "ofende los derechos de la sociedad".

El derecho constitucional de huelga como garantía social, cuyo sujeto activo son los trabajadores, no puede ser limitado o violentado por disposiciones secundarias aplicadas fuera del ámbito de validez y de las motivaciones y objetivos para las que fueron creadas, ya que con esto se altera el orden jurídico nacional.

Por todo lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del artículo 71, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los diputados integrantes del grupo parlamentario del PMS, presentan a esta Cámara de Diputados el siguiente

<<PROYECTO DE DECRETO QUE DEROGA EN PARTE LA LEY DE VÍAS GENERALES DE COMUNICACIÓN Y ADICIONA CON UN ARTÍCULO LA LEY EXPROPIACIÓN

Artículo primero. Se derogan los artículos 112 y 113 de la Ley de Vías Generales de Comunicación.

Artículo segundo. Se adiciona la Ley de Expropiación con un artículo, que quedaría como artículo 2o. - bis, de la manera siguiente:

Artículo 2o. - bis. No podrá aplicarse lo contenido en el artículo anterior, en lo que respecta a la expropiación temporal, total o parcial de bienes inmuebles y muebles, cuando se trate de empresas donde exista suspensión de labores derivada del ejercicio del derecho de huelga por parte de los trabajadores de las mismas.

TRANSITORIOS

Unico. Las presentes disposiciones, entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Sala de sesiones de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a 4 de noviembre de 1987. - Por el grupo parlamentario del PMS, diputado Alejandro Encinas Rodríguez.>>

Quiero agregar, que ya el 21 de diciembre de 1979 el grupo parlamentario comunista Coalición de Izquierda, presentó una iniciativa que deroga en parte la Ley de Vías Generales de Comunicación; sin embargo, a casi ocho años de haber sido presentada esa iniciativa, no se ha dictaminado, por lo que esperamos que en el espíritu de las iniciativas que la diputación obrera del PRI ha presentado hoy, de reformas al artículo 102 de la Ley Federal del Trabajo y al 124 constitucional, estas iniciativas que nosotros saludamos, al igual que la que hoy presentamos, que atienden a las necesidades y a los intereses de los trabajadores, puedan dictaminarse en esta ocasión favorablemente.

Dejamos también, junto con esta iniciativa, una copia de la iniciativa presentada en diciembre de 1979. Muchas gracias.

El C. Presidente: - Túrnese a las comisiones de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Comunicaciones y Transportes.

